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Ministerio de Hacienda  
y Crédito Público

Decretos 

DECRETO NÚMERO 1458 DE 2023

(septiembre 4)
por el cual se modifican el artículo 1.6.6.1.2. del Capítulo 1 del Título 6 de la Parte 6 del 
Libro 1, el subnumeral 1.3. del numeral 1 del artículo 1.6.6.2.3. del Capítulo 2 del Título 
6 de la Parte 6 del Libro 1, el artículo 1.6.6.3.2. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 
6 del Libro 1, se adiciona el parágrafo 3 al artículo 1.6.6.4.3. del Capítulo 4 del Título 
6 de la Parte 6 del Libro 1, se sustituye el artículo 1.6.6.6. 7. del Capítulo 6 del Título 6 
de la Parte 6 del Libro 1, se adiciona el artículo 1.6.5.3.1.4. a la Sección 1 del Capítulo 
3 del Título 5 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario 
en Materia Tributaria y se reglamentan los incisos 2 y 3 del artículo 800-1 del Estatuto 
Tributario modificados por el artículo 26 de la Ley 2277 de 2022 y el parágrafo 8° del 
artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, 

relacionados con el mecanismo de Obras por Impuestos.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, y en desarrollo de los incisos 2° y 3° del artículo 800-1 del Estatuto Tributario, 
modificados por el artículo 26 de la Ley 2277 de 2022 y el parágrafo 8° del artículo 238 de 
la Ley 1819 de 2016, adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, 

CONSIDERANDO:
Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en 

Materia Tributaria, para compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario que 
rigen el sector y contar con instrumentos jurídicos únicos.

Que el artículo 26 de la Ley 2277 de 2022, modificó los incisos 2° y 3° del artículo 
800-1 del Estatuto Tributario, así:

“(...)
El objeto de los convenios será la inversión directa en la ejecución de proyectos de 

trascendencia económica y social en los diferentes municipios definidos como las Zonas 
Más Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac) y en los municipios con Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), relacionados con agua potable y saneamiento 
básico, energía, salud pública, educación pública, bienes públicos rurales, adaptación 
al cambio climático y gestión del riesgo, pagos por servicios ambientales, tecnologías 
de la información y comunicaciones, infraestructura de transporte, infraestructura 
productiva, infraestructura cultural infraestructura deportiva y las demás que defina el 
manual operativo de Obras por Impuestos, todo de conformidad con lo establecido en la 
evaluación de viabilidad del proyecto. Los proyectos a financiar podrán comprender las 
obras, servicios y erogaciones necesarias para su viabilidad, planeación, preoperación, 
ejecución, operación, mantenimiento e interventoría, en los términos establecidos 
por el manual operativo de Obras por Impuestos, según el caso. También podrán ser 
considerados proyectos en Jurisdicciones que, sin estar localizadas en las Zomac, de 
acuerdo con el concepto de la Agencia de Renovación del Territorio, resulten estratégicos 
para la reactivación económica y/o social de las Zomac o algunas de ellas. Así mismo, 
accederán a dichos beneficios los departamentos que conforman la Amazonía colombiana, 
que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil (85. 000) habitantes, tal y 
como lo certifique la autoridad competente a treinta y uno (31) de diciembre de 2022.

Para este fin, la Agencia de Renovación del Territorio (ART) deberá llevar actualizada 
una lista de iniciativas susceptibles de contar con viabilidad técnica y presupuestal para 
conformar el banco de proyectos a realizar en los diferentes municipios definidos como 
Zomac, así como de los territorios que cumplan con las condiciones mencionadas en 
el inciso anterior, que contribuyan a la disminución de las brechas de inequidad y la 
renovación territorial de estas zonas, su reactivación económica, social y su fortalecimiento 
institucional, y que puedan ser ejecutados con los recursos provenientes de la forma de 
pago que se establece en el presente artículo. El contribuyente podrá proponer iniciativas 
distintas a las publicadas por la Agencia de Renovación del Territorio (ART), las cuales 
deberán ser presentadas a esta Agencia y cumplir los requisitos necesarios para la 
viabilidad sectorial y aprobación del Departamento Nacional de Planeación (DNP)”.

Que acorde con lo expuesto, se requiere modificar el artículo 6.6.1.2. del Capítulo 
1 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario 
en Materia Tributaria, para incluir dentro del universo de territorios habilitados para la 
aplicación del artículo 800-1 del Estatuto Tributario a los Departamentos que conforman 
la Amazonía colombiana, que cuentan con una población inferior a ochenta y cinco mil 
(85.000) habitantes, tal y como lo certifique la autoridad competente a treinta y uno (31) 
de diciembre de 2022, atendiendo lo previsto en el inciso 2° del artículo 800-1 del Estatuto 
Tributario modificado por el artículo 26 de la Ley 2277 de 2022.

Que se requiere modificar el subnumeral 1.3. del numeral 1 del artículo 1.6.6.2.3. 
del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único 
Reglamentario en Materia Tributaria, para precisar que para el caso de los proyectos cuya 

ejecución se adelante en jurisdicciones diferentes a los municipios que forman parte de las 
ZOMAC, la Agencia de Renovación del Territorio emitirá concepto en el que se establezca 
si dichos proyectos resultan estratégicos para la reactivación económica y/o social de las 
Zomac o algunas de ellas, conforme los criterios y las previsiones que para el efecto se 
disponga en el Manual Operativo de Obras por Impuestos, adoptado por el Departamento 
Nacional de Planeación - DNP y la Agencia de Renovación del Territorio (ART) mediante 
Resolución número 2411 del 12 de noviembre de 2020.

Que se requiere modificar el artículo 1.6.6.3.2. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 
del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, con el 
objeto de incluir en los criterios de Distribución del cupo aprobado por el Consejo Superior 
de Política Fiscal (Confis), cuando las solicitudes realizadas por los contribuyentes lo 
excedan, a los departamentos que conforman la Amazonía colombiana, que cuenten con 
una población inferior a ochenta y cinco mil (85.000) habitantes, tal y como lo certifique 
la autoridad competente a treinta y uno (31) de diciembre de 2022.

Que se requiere adicionar el parágrafo 3° al artículo 1.6.6.4.3. del Capítulo 4 del Título 
6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia 
Tributaria, para establecer que los excedentes incluidos los rendimientos financieros que 
eventualmente se originen durante la permanencia de los recursos para la contratación de la 
interventoría en el marco de la opción del mecanismo de Obras por Impuestos previsto en 
el artículo 800-1 del Estatuto Tributario, son por su naturaleza propiedad del contribuyente 
y no harán parte de la contraprestación por el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de los convenios de obras por impuestos reconocida a través de los Títulos para la 
Renovación del Territorio (TRT).

Que se requiere sustituir el artículo 1.6.6.6.7. del Capítulo 6 del Título 6 de la Parte 6 del 
Libro 1 del Decreto 1625 de 2018 Único Reglamentario en Materia Tributaria, para establecer 
la remisión del listado de los municipios de los departamentos que conforman la Amazonia 
colombiana, que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil (85.000) habitantes 
con corte al treinta y uno (31) de diciembre de 2022, por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE), a la Agencia de Renovación del Territorio (ART), de manera 
que esta última entidad, pueda cumplir a satisfacción con la función de llevar actualizada una 
lista de iniciativas susceptibles de contar con viabilidad técnica y presupuestal para conformar 
el banco de proyectos, conforme con lo previsto en el inciso 3° del artículo 800-1 del Estatuto 
Tributario, modificado por el artículo 26 de la Ley 2277 de 2022.

Que el artículo 86 Ley 2277 de 2022, adicionó el parágrafo 8° al artículo 238 de la Ley 
1819 de 2016, así:

“(...)
Parágrafo 8°. El mecanismo de pago de obras por impuestos de que trata el presente 

artículo será aplicable en los territorios PDET y ZOMAC del Distrito Especial Industrial, 
Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura, siempre y cuando se cumplan 
las previsiones de que trata el Capítulo II del Decreto Ley 893 de 2017. De cumplirse 
lo establecido en el presente parágrafo, no se requerirá la autorización del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público ni se tendrá en cuenta el monto total de los recursos 
correspondientes al impuesto sobre la renta a cargo de las personas jurídicas domiciliadas 
en el Distrito Especial Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura. 
En cualquier caso, deberán cumplirse los requisitos establecidos por el artículo 238 de la 
Ley 1819 de 2016 o el artículo 800-1 del Estatuto Tributario, según corresponda”.

Que se requiere adicionar el artículo 1.6.5.3.1.4. a la Sección 1 del Capítulo 3 del 
Título 5 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2018, Único Reglamentario en 
Materia Tributaria, para desarrollar lo dispuesto en el parágrafo 8° del artículo 238 de la 
Ley 1819 de 2016, adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, en relación con 
la aplicación del mecanismo de obras por impuestos en los territorios PDET y ZOMAC 
del Distrito Especial Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura, 
siempre y cuando se cumplan las previsiones de que trata el Capítulo II del Decreto Ley 
893 de 2017, con el objeto de hacer consonante el reglamento con las previsiones de ley.

Que se requiere derogar el inciso 2° del parágrafo 2° del artículo 1.6.5.3.3.3. de la 
Sección 3 del Capítulo 3 del Título 5 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo del artículo 
1.6.6.2.2. del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 7° del artículo 
1.6.6.2.3. del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, los parágrafos 4° y 5° del 
artículo 1.6.6.3.1. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 3° del 
artículo 1.6.6.3.4. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 2° 
del artículo 1.6.6.4.5. del Capítulo 4 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, y los artículos 
1.6.6.6.8. al 1.6.6.6.12. del Capítulo 6 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 
de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, en atención a las modificaciones de 
los incisos 2° y 3° y derogatoria del parágrafo 7° del artículo 800-1 del Estatuto Tributario, 
efectuadas por los artículos 26 y 96 de La Ley 2277 de 2022.

Que en cumplimiento del Decreto 1081 de 2015, modificado por los Decretos 270 de 
2017 y 1273 de 2020 de 2020, y de los artículos 3° y 8° de la Ley 1437 de 2011, el proyecto 
de decreto fue publicado en el sitio web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 
comentarios de la ciudadanía.

Que en mérito de lo expuesto:
DECRETA:

Artículo 1°. Modificación del artículo 1.6.6.1.2. del Capítulo 1 del Título 6 de la Parte 
6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria. 
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Modifíquese el artículo 1.6.6.1.2. del Capítulo 1 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del 
Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, el cual quedará así:

“Artículo 1.6.6.1.2. Proyectos financiables a través de Obras por Impuestos. Mediante 
esta opción del mecanismo de Obras por Impuestos se podrán financiar los proyectos de 
inversión viabilizados y registrados en el banco de proyectos de inversión de Obras por 
Impuestos soportado en el Sistema Unificado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP) 
o el que haga sus veces, propuestos por los contribuyentes y las entidades públicas de 
cualquier nivel, priorizando los municipios de que trata el Decreto Ley 893 de 2017 o la 
normativa que lo modifique adicione o sustituya.

Así mismo, mediante la modalidad de que trata el presente Título, también se podrán 
financiar los proyectos de inversión viabilizados y registrados en el Banco de Proyectos 
de inversión de Obras por Impuestos y que son de trascendencia económica y social en los 
municipios definidos como las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), 
y proyectos a desarrollar en jurisdicciones, que, sin estar localizados en las ZOMAC, 
resulten estratégicos para la reactivación económica y/o social de éstas o algunas de 
ellas; proyectos que beneficien los municipios donde se implementan los Programas 
de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), y los departamentos que conforman la 
Amazonía colombiana, que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil 
(85.000) habitantes, tal y como lo certifique el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE), a treinta y uno (31) de diciembre de 2022. Lo anterior, de acuerdo 
con los criterios y procedimientos que se establezcan en el Manual Operativo de Obras 
por Impuestos.

La Agencia de Renovación del Territorio (ART), mantendrá publicado en la página 
web un listado de iniciativas en fase de prefactibilidad, susceptibles de contar con 
viabilidad técnica y presupuestal para su posterior inclusión en el banco de proyectos de 
inversión de obras por impuestos”.

Artículo 2°. Modificación del subnumeral 1.3. del numeral 1 del artículo 1.6.6.2.3 
del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único 
Reglamentario en Materia Tributaria. Modifíquese el subnumeral 1.3. del numeral 1 del 
artículo 1.6.6.2.3. del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 
2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, el cual quedará así:

“1.3. Para el caso de los proyectos cuya ejecución se adelante en jurisdicciones 
diferentes a los municipios que forman parte de las ZOMAC, la Agencia de Renovación del 
Territorio emitirá concepto en el que se establezca si dichos proyectos resultan estratégicos 
para la reactivación económica y/o social de las Zomac o algunas de ellas, conforme con 
los criterios y las previsiones que para el efecto se dispongan en el Manual Operativo de 
Obras por Impuestos, adoptado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) y la 
Agencia de Renovación del Territorio (ART), mediante Resolución número 2411 del 12 de 
noviembre de 2020.

El Departamento Nacional de Planeación (DNP) y la Agencia de Renovación del 
Territorio (ART), contarán con un plazo máximo de cuatro (4) meses a partir de la 
expedición del presente Decreto para realizar las modificaciones y adiciones al Manual 
Operativo de Obras por Impuestos atendiendo las previsiones de la Ley 2277 de 2022 y 
el presente decreto.”

Artículo 3°. Modificación del artículo 1.6.6.3.2. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 
6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria. 
Modifíquese el artículo 1.6.6.3.2. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del 
Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, el cual quedará así:

“Artículo 1.6.6.3.2. Distribución del cupo aprobado por el Consejo Superior de 
Política Fiscal (CONFIS), cuando las solicitudes realizadas por los contribuyentes 
lo excedan. Cuando el valor total de las solicitudes de vinculación del impuesto que 
presenten los contribuyentes por la opción fiducia y las manifestaciones de interés por 
la opción convenio para financiar proyectos, exceda el cupo máximo aprobado por 
el Consejo Superior de Política Fiscal (CONFIS), será distribuido por la Agencia de 
Renovación del Territorio (ART), en cada uno de los dos (2) cortes del año, entre las 
solicitudes que cumplan los requisitos, aplicando en su orden los siguientes criterios de 
priorización:

1.	 Los proyectos concordantes con las iniciativas de los Planes de Acción para la 
Transformación Regional (PATR) de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET), de que trata el Decreto Ley 893 de 2017 o la normatividad 
que lo modifique, adicione o sustituya; en los cuales los contribuyentes hayan 
asumido los costos de la estructuración.

2.	 Los proyectos concordantes con las iniciativas de los Planes de Acción para la 
Transformación Regional (PATR), de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial - PDET de que trata el Decreto Ley 893 de 2017 o la normatividad 
que lo modifique, adicione o sustituya.

3.	 Los proyectos que se ejecuten en los municipios en los cuales se implementan 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), en los cuales los con-
tribuyentes hayan asumido los costos de la estructuración.

4.	 Los proyectos que se ejecuten en los municipios en los cuales se implementan 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

5.	 Los proyectos localizados en los municipios definidos como Zonas Más Afec-
tadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), de la región con mayores niveles de 

pobreza multidimensional, debilidad institucional, grado de afectación por el 
conflicto armado y presencia de cultivos ilícitos, en los cuales los contribuyentes 
hayan asumido los costos de la estructuración.

6.	 Los proyectos localizados en los municipios definidos como Zonas Más Afec-
tadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), de la región con mayores niveles de 
pobreza multidimensional, debilidad institucional, grado de afectación por el 
conflicto armado y presencia de cultivos ilícitos.

7.	 Los proyectos a desarrollar en los departamentos que conforman la Amazo-
nia colombiana, que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil 
(85.000) habitantes, tal y como lo certifique la autoridad competente a treinta y 
uno (31) de diciembre de 2022; y en las jurisdicciones que sin estar localizadas 
en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), resulten estra-
tégicos para la reactivación económica y/o social de las ZOMAC, en los cuales 
los contribuyentes hayan asumido los costos de la estructuración.

8.	 Los proyectos a desarrollar en los departamentos que conforman la Amazo-
nia colombiana, que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil 
(85.000) habitantes, tal y como lo certifique la autoridad competente a treinta y 
uno (31) de diciembre de 2022; y en las jurisdicciones que sin estar localizadas 
en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC), resulten estra-
tégicos para la reactivación económica y/o social de las ZOMAC.

Parágrafo 1°. La Agencia de Renovación del Territorio (ART) y el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP), dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la entrada 
en vigencia del presente Decreto, deberán definir la metodología para dar cumplimiento 
a los criterios de priorización establecidos en el presente artículo y que hará parte del 
Manual Operativo de Obras por Impuestos.

Parágrafo 2°. Cuando en el primer corte no se agote la totalidad del cupo asignado 
para la opción fiducia y convenio, este podrá ser asignado a otros proyectos seleccionados 
por los contribuyentes en el siguiente y último corte de la opción convenio del respectivo 
año, previa aprobación del Consejo Superior de Política Fiscal (Confis)”.

Artículo 4°. Adición del parágrafo 3° al artículo 1.6.6.4.3. del Capítulo 4 del Título 
6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia 
Tributaria. Adiciónese el parágrafo 3° al artículo 1.6.6.4.3. del Capítulo 4 del Título 6 de la 
Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en Materia Tributaria, 
el cual quedará así:

“Parágrafo 3°. Los excedentes incluidos los rendimientos financieros que 
eventualmente se originen durante la permanencia de los recursos para la contratación 
de la interventoría en el marco de la opción del mecanismo de Obras por Impuestos 
previsto en el artículo 800-1 del Estatuto Tributario, son por su naturaleza propiedad 
del contribuyente y no harán parte de la contraprestación por el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de los convenios de obras por impuestos reconocida a través de 
los Títulos para la Renovación del Territorio (TRT)”.

Artículo 5°. Sustitución del artículo 1.6.6.6.7. del Capítulo 6 del Título 6 de la Parte 
6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2018 Único Reglamentario en Materia Tributaria. 
Sustitúyase el artículo 1.6.6.6.7. del Capítulo 6 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del 
Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, el cual quedará así:

“Artículo 1.6.6.6.7. Remisión del listado de municipios. El Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), remitirá a la Agencia de Renovación 
del Territorio (ART), dentro de los primeros cinco (5) días siguientes a la publicación del 
presente Decreto, el listado de los departamentos que conforman la Amazonía colombiana, 
que cuenten con una población inferior a ochenta y cinco mil (85.000) habitantes con corte 
al treinta y uno (31) de diciembre de 2022. Adicionalmente se presentará la información 
desagregada por municipios y zonas no municipalizadas.

Parágrafo. La Agencia de Renovación del Territorio (ART), publicará dentro de los 
cinco (5) días siguientes a su recibo, los listados de los departamentos, incluyendo los 
municipios y zonas no municipalizadas, en su página web.

Artículo 6°. Adición del artículo 1.6.5.3.1.4. a la Sección 1 del Capítulo 3 del Título 
5 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia 
Tributaria. Adiciónese el artículo 1.6.5.3.1.4. a la Sección 1 del Capítulo 3 del Título 5 
del Decreto 1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria, el cual quedará así:

“Artículo 1.6.5.3.1.4. Conforme con lo previsto en el parágrafo 8° del artículo 238 de 
la Ley 1819 de 2016, adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, el mecanismo 
de pago de Obras por Impuestos será aplicable en los territorios PDET y ZOMAC del 
Distrito Especial Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de Buenaventura, 
siempre y cuando se cumplan las previsiones de que trata el Capítulo II del Decreto Ley 
893 de 2017.

De cumplirse lo establecido en el parágrafo 8° del artículo 238 de la Ley 1819 de 2016 
adicionado por el artículo 86 de la Ley 2277 de 2022, no se requerirá la autorización del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público ni se tendrá en cuenta el monto total de los 
recursos correspondientes al impuesto sobre la renta a cargo de las personas jurídicas 
domiciliadas en el Distrito Especial Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico de 
Buenaventura. En cualquier caso, deberán cumplirse los requisitos establecidos por el 
artículo 238 de la Ley 1819 de 2016 o el artículo 800-1 del Estatuto Tributario, según 
corresponda”.
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Artículo 7°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial, modifica el artículo 1.6.6.1.2. del Capítulo 1 del’ Título 
6 de la Parte 6 del Libro 1, el subnumeral 1.3. del numeral 1 del artículo 1.6.6.2.3. del 
Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el artículo 1.6.6.3.2. del Capítulo 3 del 
Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, adiciona el parágrafo 3 al artículo 1.6.6.4.3. del Capítulo 
4 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, sustituye el artículo 1.6.6.6.7. del Capítulo 6 
del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, adiciona el artículo 1.6.5.3.1.4. de la Sección 1 
del Capítulo 3 del Título 5 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 1625 de 2016 Único 
Reglamentario en Materia Tributaria, y deroga el inciso 2 del parágrafo 2 del artículo 
1.6.5.3.3.3. de la Sección 3 del Capítulo 3 del Título 5 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 
del artículo 1.6.6.2.2. del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 7 
del artículo 1.6.6.2.3. del Capítulo 2 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, los parágrafos 4 
y 5 del artículo 1.6.6.3.1. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 
3° del artículo 1.6.6.3.4. del Capítulo 3 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, el parágrafo 
2° del artículo 1.6.6.4.5. del Capítulo 4 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1, y los artículos 
1.6.6.6.8. al 1.6.6.6.12. del Capítulo 6 del Título 6 de la Parte 6 del Libro 1 del Decreto 
1625 de 2016 Único Reglamentario en Materia Tributaria.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 4 de septiembre de 2023.

GUSTAVO PETRO URREGO.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Ricardo Bonilla González.
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Carlos Ramón González Merchán.
El Director del Departamento Nacional de Planeación,

Jorge Iván González Borrero.

Ministerio de Justicia y del Derecho

decretos

DECRETO NÚMERO 1451 DE 2023

(septiembre 4)
por medio del cual se adiciona el capítulo 14 al Título 1 de la parte 2 del Decreto 1069 de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho para reglamentar la 

prestación de servicios de utilidad pública como pena sustitutiva de la prisión.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial, de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución y los artículos 7°, 8° y 18 de la Ley 2292 de 2023.

CONSIDERANDO:
Que la Ley 2292 de 2023 creó un sustituto a la privación de la libertad como acción 

afirmativa para las mujeres condenadas que sean cabezas de familia y que la comisión del 
delito esté asociada a condiciones de marginalidad.

Que las disposiciones y principios contenidos en: la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, aprobada mediante Ley 16 de 1972; Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, aprobada mediante Ley 319 de 1996; Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, aprobada mediante Ley 409 de 1997; Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aprobada mediante Ley 707 
de 2001; Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, aprobada mediante Ley 248 de 1995; Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, 
aprobada mediante Ley 762 de 2002; Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana Bogotá, Colombia, 
1948; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante Ley 74 
de 1968; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado 
mediante Ley 74 de 1968; Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, y su Protocolo Opcional, aprobado mediante Ley 70 de 1986; 
Convención sobre los Derechos del Niño, aprobado mediante Ley 12 de 1991; Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, aprobada 
mediante Ley 984 de 2005; Convención Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada mediante Ley 1418 de 2010; 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares, aprobada mediante Ley 146 de 1994; Convención sobre 
la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, aprobada mediante Ley 22 
de 1981; Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada 
mediante Ley 1346 de 2009; Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, aprobada 
mediante Ley 35 de 1961; Convenio número 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 
aprobado mediante Ley 21 de 1991; Declaración Universal de Derechos Humanos, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), de 
10 de diciembre de 1948; Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para 
las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, adoptada por la Asamblea General en su 

Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985; Principios Básicos para el Tratamiento de 
los Reclusos, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 
45/111, de 14 de diciembre de 1990; Conjunto de Principios para la Protección de todas las 
Personas sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión, adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988; 
Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el mejoramiento de la atención 
de la Salud Mental, aprobados mediante Resolución 46/119, de 17 de diciembre de 1991; 
Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, aprobadas mediante Resolución 
70/175 del 17 de 2015; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no 
Privativas de Libertad (Reglas de Tokio), adoptadas por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su Resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990; Reglas de las 
Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad 
para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok) aprobadas por la Asamblea General 
mediante Resolución 65/229 del 16 de marzo de 2011, obligan, en su conjunto, al Estado 
Colombiano a respetar, garantizar y proteger los derechos de las personas condenadas, y 
en virtud del control difuso de convencionalidad a que las autoridades administrativas y 
judiciales realicen un examen de compatibilidad entre sus actos y normas nacionales con el 
referido corpus iuris internacional a efectos de vincular a sus preceptos en el ordenamiento 
jurídico interno con una perspectiva de resocialización y justicia restaurativa.

Que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 10, numeral 
3, señala que “el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados”.

Que, a su vez, la Ley 65 de 1993, en su artículo 9° y 10, prevén la finalidad 
resocializadora como objetivo del tratamiento penitenciario y de la ejecución de las penas 
y la necesidad de ejecutar acciones de preparación para la libertad con el fin de que las 
personas privadas de la libertad cuenten con herramientas de reconstrucción de su vida 
familiar, económica y social.

Que según los artículos 4° del Código Penal y 9° del Código Penitenciario y Carcelario, 
la resocialización es el fin fundamental de la pena.

Que el artículo 477 de la Ley 906 de 2004 regula la negación o revocatoria de los 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad a través de trámite incidental.

Que en reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional ha establecido que en 
el momento de la ejecución de la pena debe primar la función de reintegración social 
conforme al principio de dignidad humana en el marco de un Estado social y democrático 
de derecho.

Que la Corte Constitucional, especialmente en las Sentencias T-388 de 2013, T-762 
de 2015 y SU-122 de 2022, ha llamado la atención acerca de que la situación del Sistema 
Penitenciario y Carcelario es consecuencia de una política criminal errática, incoherente 
y carente de fundamentación empírica. Que, además, la Corte Constitucional señaló que 
debe promoverse la “creación, implementación y/o ejecución de un sistema amplio de 
penas y medidas de aseguramiento alternativas a la privación de la libertad”.

Que la Corte Constitucional, en Sentencia T-388 de 2013, ha señalado que la Política 
Criminal en Colombia se ha transformado en una política contraria a la Constitución 
Política en la medida en que “ha abandonado la búsqueda del fin resocializador de la 
pena, lo que a su vez genera mayor criminalidad” y no cumple con los elementos del 
estándar constitucional mínimo que debería cumplir para considerarse como respetuosa 
de los derechos humanos.

Que de acuerdo con la prioridad cuatro del Plan Nacional de Política Criminal 
2021-2025 se deberán promocionar las alternativas al encarcelamiento, incluyendo la 
disminución de la privación de la libertad. Que, así mismo, este Plan contempla como 
enfoque orientador de la política pública a la justicia restaurativa como mecanismo de 
reinserción social efectiva.

Que el Convenio sobre la Abolición del Trabajo Forzoso, adoptado por la OIT en 1957, 
y adoptado en Colombia mediante Decreto 1280 de 1997, prohíbe el uso de este tipo de 
trabajo en los siguientes supuestos: “(a) como medio de coerción o de educación políticas 
o como castigo por tener o expresar determinadas opiniones políticas o por manifestar 
oposición ideológica al orden político, social o económico establecido; (b) como método 
de movilización y utilización de la mano de obra con fines de fomento económico; (c) como 
medida de disciplina en el trabajo; (d) como castigo por haber participado en huelgas; (e) 
como medida de discriminación racial, social, nacional o religiosa”.

Que la Ley 2292 de 2023 establece que los servicios de utilidad pública son un sustituto 
de la pena de prisión al cual acceden las mujeres que cumplan con los requisitos de ley y 
lo soliciten de manera voluntaria.

Que, desde un enfoque restaurativo, el servicio de utilidad pública es un mecanismo 
que permite que las mujeres beneficiadas por el sustituto puedan cumplir la condena 
ejecutando servicios que beneficien a la sociedad, como una forma de restauración del 
daño; permitiendo la resocialización y la responsabilización por el delito.

Que los servicios de utilidad pública se crean como acciones afirmativas pensadas desde 
el enfoque de género y la interseccionalidad, que promueven que el reconocimiento del 
daño se dé en el marco del acompañamiento interdisciplinar a las mujeres, contribuyendo 
a la disminución de la discriminación histórica que han sufrido, el fortalecimiento de los 
factores protectores y la mitigación de los factores de riesgo existentes al momento de la 
comisión de la conducta delictiva.


